LAS ASOCIACIONES DE CONSUMIDORES: PRESENTE Y FUTURO


Mucho se ha avanzado desde la entrada en vigor de la Ley General de Defensa de los Consumidores y Usuarios, pero no es en absoluto suficiente; es más, mucho nos tememos que la realidad actual muestra un preocupante estancamiento en los derechos de los consumidores y usuarios.


Haciendo abstracción y síntesis de la compleja normativa en vigor, podemos afirmar que toda ella viene a concretar y a intentar hacer efectivos los principios generales contenidos en los arts. 51 y 53 de nuestra Constitución, en los que se desarrolla una serie de estructuras orgánicas interpuestas, tanto administrativas como jurídicas, cuyo objeto es poner en práctica la eficacia de dichas normas. En este sentido debemos entender que esta copiosa legislación está orientada a ordenar que la producción de bienes y servicios que se ofrecen a los destinatarios finales de los mismos, considerados, sólo doctrinalmente, como la parte más débil en el tráfico jurídico de masas, disfruten de unos niveles mínimos de calidad y seguridad y no resulten perjudicados en sus legítimos derechos e intereses.


De la anterior síntesis, resulta evidente que en este tráfico jurídico de masas sí se han cumplido importantes objetivos, pero solamente formales, dado que la sociedad actual sí conoce que entre los productores de bienes y servicios y los receptores, en su calidad de destinatarios finales de los mismos, existe una estructura que se articula, funcionalmente, en torno al papel de las administraciones públicas con competencias en la materia y las Asociaciones de Consumidores y Usuarios existentes, estructuras complementarias que lo único que tienen en común, al margen de ciertos solapamientos de funciones, es un papel intermediador entre productores y consumidores; aquellas en materia adminsitrativa y éstas orientadas al ámbito civil.


El problema de fondo no es, a nuestro entender, de carencia de normas, porque no se trata de juridificar el mundo del consumo, sino de socializarlo. El problema de fondo, en ese caso, es que todos los protagonistas esenciales de este entramado debemos estar fallando estrepitosamente, cada uno en su esfera de actuaciones y consiguientes responsabilidades. 


La normativa aplicable al ámbito del consumo tiene ese papel ordenador, dirigido fundamentalmente a los productores de bienes y servicios, por lo que debemos analizar separadamente la situación actual de los consumidores y usuarios, de las administraciones públicas y de la acción de las propias Asociaciones de Consumidores y Usuarios, debido a que la eficacia del sistema gravita sobre estos tres pilares y, aunque resulte excesivamente generalista, si alguno está fallando, (tal vez seamos todos), no será posible avanzar hacia los objetivos que desde nuestros orígenes hemos compartido:

A) Los Consumidores y Usuarios: El auge inicial del movimiento consumerista, sin duda basado en la grave crisis y extraordinaria alarma social generada por el denominado “Síndrome Tóxico”, auguraba un futuro en el que muchos pusimos grandes esperanzas de vertebración social, confiando en que los propios ciudadanos consiguieran llenar un espacio social de participación activa y progreso social, que, a su vez, propiciaría un poder político real, sólido y coherente con los intereses de la inmensa mayoría de nuestra población y ahí es donde debía entroncar con un asociacionismo representativo y aglutinador de esos intereses, dejando para las administraciones públicas el papel protector de los consumidores y usuarios a través del control y sanción de las infracciones administrativas de los productores de bienes y servicios.

Esta clara orientación inicial ha dado paso, sobre todo en los últimos años, a una clara apatía de los ciudadanos, que no han sabido, (o no han querido), llevar a cabo esa mayoritaria participación activa, responsable y de defensa de sus legítimos intereses a través del asociacionismo.

Esta realidad no precisa buscar una reformulación doctrinal del concepto de consumidor y usuario con una mayor trascendencia de fondo. Por muchas vueltas que le demos y con independencia del problema que plantea la existencia de supuestos en los que los bienes y servicios sean susceptibles de una doble utilización sin determinar la prevalencia de una de ellas y por tanto la aplicabilidad o no al caso de la normativa de consumo, el artº. 2 de la Ley 26/1984 y el correlativo autonómico de la Ley 11/1998 encierran en su definición suficiente potencial para que el movimiento consumerista pudiera llegar a alcanzar una trascendencia política suficiente, necesaria para que la inmensa mayoría de los ciudadanos alcanzaran una “mayoría de edad” forzando a los poderes públicos a actuar en el sentido que todos esperábamos, no tanto en el plano paternalista y protector que interviene sólo cuando surgen problemas de gran trascendencia social sino, también, a remolque de las exigencias de esa mayoría silenciosa, con lo cual sí podríamos estar hablando de una fuerza social de primer orden, con la necesaria incidencia en la economía de mercado, cuyas fuerzas en modo alguno están equilibradas y mucho menos llegan al equilibrio como preconizan los “gurús” neoliberales  del primer mundo.

Es seguro que esta apatía social generalizada no obedece a una única causa, de ahí la dificultad poder abordar soluciones en un único sentido, habida cuenta de los pilares en los que se sustenta la estructura del consumo en nuestro país. No obstante este reconocimiento de la complejidad del problema, parece fuera de toda duda que todas las asociaciones padecemos, de forma muy generalizada, graves carencias técnicas y económicas que dificultan o hasta impiden dar un servicio adecuado y mejorar las prestaciones a nuestros escasos asociados, carencias que tienen su origen tanto en la falta de asociacionismo como en la enorme dependencia de las subvenciones públicas. 

En relación a las carencias derivadas del bajo asociacionismo existente, todos tenemos la decepcionante experiencia de multitud de consultas de consumidores que ni son socios ni quieren serlo, incluso para asuntos no amparados por la normativa de consumo o que se dan de baja al cumplimiento del primer término, hechos que obligan a preguntarse y a reflexionar acerca de las causas a que obedece este rechazo tan evidente.

Desde nuestra perspectiva y aún asumiendo la posibilidad de no haber sabido responder adecuadamente a las expectativas de los consumidores y usuarios, sólo podemos hablar de actitudes mentales y sociales pertenecientes a épocas que ya deberían haber pasado al olvido, basadas en una comodidad irresponsable en democracia. O la mezquindad soterrada que supone dejarlo todo en manos de las estructuras administrativas, facilitadas de forma gratuita (solapamiento de funciones con las O.M.I.C.), ó, incluso, a una cierta autocomplacencia que se concreta en el triunfalismo de que “Todo va bien”, cuando no hay más que analizar el tremendo nivel de endeudamiento familiar existente en nuestro país, o hasta desconfianza en el funcionamiento de las asociaciones que deberían representarles, cuya eficacia resulta más que dudosa sobre todo a la luz de sus objetivos de fondo que persiguen, circunstancia en la que algunos acaban por encontrar su justificación,  y que, a nuestro entender, tiene extraordinaria importancia a la hora de analizar esta situación desde la necesaria autocrítica.

Las consecuencias más claras de esta negativa actitud de los propios consumidores y usuarios ha supuesto una inestimable colaboración, un tanto suicida, en el retroceso generalizado y real de sus derechos, lo que ha propiciado que ya no sea solamente el pequeño oferente de bienes y servicios quién más infracciones y abusos comete, sino hasta los “pesos pesados” del IBEX35, (excusamos detalles, dado que están en la mente de todos), y a la que tampoco es ajena, con honrosas excepciones, la actitud de determinadas administraciones públicas competentes en la materia.

B) Administraciones Públicas: El juicio que nos merece el papel que están desarrollando las administraciones públicas competentes en materia de consumo, en general y dejando al margen las lógicas excepciones a la regla, es claramente negativo, de ahí que estimemos adecuado hacer un análisis diferenciado en función del ámbito territorial.

· El Instituto Nacional del Consumo: Varias acciones, denominadas pomposamente Planes Estratégicos, no han sido suficientes para mejorar sustancialmente la situación de los consumidores y usuarios de nuestro país.

El Plan estratégico en vigor, (período 2002 a 2005), fue presentado con unos objetivos realmente ambiciosos, entre los que destacaba el papel de las administraciones públicas como principales impulsores de toda esta política sectorial y titulares del control del mercado en cuanto a la protección eficaz de los derechos básicos de los Consumidores y Usuarios, al tiempo que se refería a sus Asociaciones como el principal cauce de representación de los intereses individuales y colectivos de los consumidores y usuarios, lo cual implicaba la necesidad de una abierta colaboración y un decidido apoyo entre ambas instituciones.

No obstante lo anterior, es cierto que la mayoría de las competencias en materia de consumo han sido transferidas a las respectivas comunidades autónomas, de ahí que el papel del I.N.C. haya quedado reducido a conflictos de ámbito nacional, al papel de autoridad nacional en materia de conflictos de consumo transfronterizos y al diseño de políticas activas en esta materia, de manera que, a título de balance, sólo podemos añadir que el Plan Estratégico en vigor, como los anteriores, no ha pasado de ser un “brindis al sol”, cuya importancia práctica no ha pasado de ser una nueva declaración de intenciones con una casi nula trascendencia real en la mejora de la calidad de vida de nuestros ciudadanos. 

A mayor abundamiento, las actuaciones de las respectivas Direcciones Generales con competencias administrativas indirectas en materia de protección al Consumidor (Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, Dirección General de Transportes y Comunicaciones, etc.) vienen poniendo de manifiesto su total incapacidad para controlar situaciones claramente abusivas y fraudulentas por parte de los oferentes de estos servicios, a los que casi invariablemente dan la razón en nuestras denuncias, tanto que ya declinamos intentar esta vía, con el consiguiente desamparo a los consumidores y usuarios. Es tanta la desestimación de responsabilidades que hasta empezamos a dudar de nuestra capacidad técnica para enfocar y justificar nuestras denuncias (es obvio que no es momento ni lugar para entrar a justificar todos y cada uno de los escritos de protesta que, tras la resolución correspondiente, hemos remitido a las respectivos órganos administrativos).

· Comunidades Autónomas: Por razones evidentes vamos a referirnos solamente a la Comunidad Autónoma de Castilla y León.

Las competencias transferidas en materia de consumo a las comunidades autónomas incluía, como no podía ser menos, la correspondiente dotación de recursos económicos, vía I.N.C., para la puesta en práctica de las políticas en esta materia, consensuadas previamente, pero el cumplimiento real de esos compromisos no ha pasado de ser un mero testimonio, que ha puesto de manifiesto las enormes diferencias existentes entre las distintas comunidades autónomas respecto del cumplimiento eficaz y eficiente del mandato constitucional de apoyo a las Asociaciones de Consumidores.

Para ilustrar nuestra enorme decepción que supone la gran diferencia existente entre lo que es y lo que debería ser, resulta enormemente ilustrativo referirnos a algunos aspectos, muy concretos, contenidos en el profundo estudio elaborado en marzo del 2.000 por el Prof. D. Alberto Bercovitz, jurista de reconocido prestigio y reputado especialista en Consumo, informe que, aunque referido al ámbito estatal, propone unos criterios orientadores que deberían ponerse en práctica de forma generalizada para corregir y evitar la perniciosa desviación de los principios que inspiran nuestra legislación básica y que, por lógica interpretativa, deberían seguirse también por las comunidades autónomas, a las que también hace alusión en repetidas ocasiones. 

Dicho informe realiza un extenso análisis de la situación de las asociaciones de consumidores y usuarios en nuestro país, ponderando de forma muy acusada, pero no insalvable, el muy bajo nivel de asociacionismo existente, en todos los ámbitos y, lógicamente, las AA.CC. no son una excepción, llegando a conclusiones ó recomendaciones que es menester comentar para su comparación con la situación actual en nuestra comunidad autónoma.

En el apartado “Regulación vigente”, realiza un minucioso repaso a los fundamentos jurídico-constitucionales que justifican el necesario apoyo económico del Estado a las AA.CC., a través del I.N.C., y distingue tres conceptos distintos que se constituyen en elementos nucleares de dicho apoyo: 

a) “programas destinados a fomentar las AA.CC. , mediante la colaboración en su mantenimiento y funcionamiento habitual, estimando la ayuda directa en un 50% del presupuesto general”. 

b) b) programas específicos, dirigidos a colectivos amplios, que contribuyan a la defensa, protección y promoción de los intereses generales de los consumidores y usuarios, a su formación y a mejorar su posición en el mercado nacional y comunitario, supuesto en el que considera que el poyo económico no debe ser inferior al 33% del presupuesto y al que se atribuirán en su caso, los remanentes del resto de los programas.

c) c) formación y orientación del consumidor a través de análisis comparativos publicados en revistas especializadas de consumo editadas por las entidades posibles beneficiarias con carácter general de las subvenciones”.

Ya en otro orden, el apartado relativo a “Los principios constitucionales y las Asociaciones de Consumidores” alude al apoyo del Estado a las Asociaciones de Consumidores, derivado del mandato constitucional del artº. 51 en relación con el 38 (consagración de la economía de mercado), concibiendo a las AA.CC como contrapunto necesario para el adecuado funcionamiento de la misma, apoyo estatal cuyo objeto “..Es que el Estado tiene que arbitrar los medios para que puedan constituirse y actuar de manera eficaz…”, así como prestar “…un apoyo sólido desde el punto de vista económico”, continuando en el siguiente párrafo con afirmaciones tan contundentes como “Evidentemente el Estado no puede suplir la constitución de AA.CC., que es un derecho de los ciudadanos. Pero a lo que sí está obligado es a instrumentar los medios legales para que existan asociaciones fuertes a nivel estatal, para lo cual tiene que apoyar económicamente de una manera decidida a las asociaciones que se hayan constituido y que estén homologadas….”

En línea con lo citado anteriormente, otro aspecto importante del informe mencionado hace referencia a los “Requisitos para la homologación estatal”, apartado en el que se determina, que “…las asociaciones de consumidores y usuarios, para su homologación estatal, deberían tener como objeto exclusivo las actuaciones dirigidas a la defensa de los consumidores y usuarios”, matizando seguidamente, aunque sin desvirtuar la anterior afirmación…”ello no significa naturalmente que no puedan constituirse asociaciones cuyo objeto sea más amplio que el de proteger a los consumidores y usuarios…”, añadiendo, a modo de conclusión, que “… Si esa exclusividad de objeto no se determina no será posible establecer una clara diferenciación entre las asociaciones de consumidores y las que persiguen otros objetivos y realizan actividades de otra naturaleza. Piénsese, por ejemplo, que teniendo las asociaciones de consumidores a nivel estatal derecho a percibir subvenciones, sería imposible controlar el destino de las mismas a actividades de protección de los consumidores, si la asociación pudiera realizar actividades de otra naturaleza”.
Por último y dentro del apartado “Financiación de las Asociaciones”, se plantea un aspecto de extraordinaria importancia, como es la forma de distribuir esas subvenciones, sugiriendo que “…solamente deberían recibir subvenciones estatales las asociaciones de consumidores y usuarios de carácter general (no sectorial) homologadas también a nivel estatal…”, estableciendo una serie de criterios orientadores de su distribución con relación al apoyo para la atención del funcionamiento interno de la asociación, en función del número de socios, de programas a desarrollar, de colaboración interasociativa, etc.

Desde la perspectiva de lo que debería ser, según el criterio expuesto por un tercero sin intereses personales en esta materia, podemos analizar ahora la realidad de la puesta en práctica de estos criterios en nuestro nivel autonómico, donde venimos observando que, invariablemente, la Junta de Castilla y León viene apostando permanentemente por la solución más sencilla, como es el recurso al “café para todos”, pero, en este caso, resulta que “mal servido”. 

Entendemos discriminatorio esta forma de reparto de las subvenciones a las Asociaciones e Consumidores dado que se está pervirtiendo la recta finalidad de las mismas, facilitando que tengan acceso al apoyo económico asociaciones que, a la vista de los criterios de reparto, han añadido posteriormente entre sus objetivos estatutarios “…y de consumo”, convirtiendo esta actividad en un mero apéndice a su objeto principal, con lo que se están otorgando las ayudas en función de parámetros entre los que no parece contar en absoluto el balance de actividad de consumo desarrolladas ejercicio tras ejercicio. A mayor abundamiento baste indicar un increible número de Asociaciones de Consumidores registradas en Castilla y León al “rebufo” de cuanto antecede, algo inconcebible en esta comunidad tan “solidaria”, al menos en apariencia, pero son contadas las asociaciones que participamos activamente en las Juntas Arbitrales de Consumo, desde que fueron constituidas, y menos aún quienes asistimos a Juntas Arbitrales sectoriales (por ejemplo en transporte) y todo ello sin ningún tipo de contraprestación económica por los servicios prestados por parte de nuestros técnicos, cuando, todo parece indicar, según informaciones obtenidas de otras autonomías, que es habitual su retribución, en mayor o menor medida.

En lo relativo al control de las infracciones administrativas, consideramos, generalizando la opinión, que la Inspección de Consumo en nuestra Comunidad, bien por celo profesional, bien por rutinas de trabajo distorsionadas o por cualquier otra razón que no acabamos de comprender, debe considerar que el derecho de consumo es algo meramente programático, de ahí que la tendencia sea llevar a cabo actuaciones “contemporizadoras”, (a veces defendidas por organizaciones que se presentan como “de consumidores”), cuya finalidad parece reducirse a ser facilitadoras de “segundas oportunidades”, sólo así puede entenderse que, en la mayoría de las ocasiones, los procedimientos sancionadores incoados no pasen de un simple apercibimiento. En línea con esta apreciación, ¡cómo si no podría entenderse que ante un problema tan esencial, reiterado e importante, como es todo lo relacionado con la vivienda, la Inspección de Consumo sólo tenga competencias en cuanto a la aplicación del R.D. 515/89!. Curiosamente y a mayor abundamiento en este apartado, la estructura orgánica de la Junta de Castilla y León confiere el resto de competencias en materia de Vivienda a la Consejería de Fomento, pero sólo en cuanto a viviendas V.P.O. que, como es notorio, prácticamente no se ejecutan desde hace tiempo y e incluso alguna denuncia formalizada en este tipo de promoción ha sido sistemáticamente sobreseída. 

En otro orden, pero en la misma línea, la coordinación administrativa resulta también sorprendente, cuando en algunas provincias la Inspección se declara incompetente para sancionar como infracción administrativa tipificada en el artº. 3.10 del R.D. 1945/83 “la negativa injustificada del vendedor a satisfacer las legítimas pretensiones de los consumidores y usuarios…”, remitiendo la solución del conflicto a los tribunales ordinarios, mientras que en otras provincias sí se sanciona dicha infracción.

Resulta evidente que estos ejemplos ilustran suficientemente nuestra total decepción, por lo que sobra cualquier comentario al respecto.

· Asociaciones de Consumidores: En este aspecto resulta difícil no caer en la justificación permanente y derivar la responsabilidad hacia el resto de los pilares en los que se sustenta esta materia, pero nada más lejos de nuestra intención.

Es evidente que las posibilidades de desarrollo de las Asociaciones de Consumidores están ampliamente coartadas tanto por las administraciones públicas competentes en la materia, a las que todo induce a pensar que no desarrollan suficientemente líneas de actuación potenciadoras del movimiento consumerista, que es el imprescindible contrapunto para que la economía de mercado que consagra el artº. 38 nuestra Constitución funcione eficazmente, como la propia desidia que de forma constante y generalizada ponen de manifiesto los consumidores y usuarios, al menos en nuestra comunidad.

Pero nada más lejos de nuestra intención que eludir nuestra propia responsabilidad, dado que la realidad nos muestra un estancamiento letal que no nos conduce hacia nuestros fines asociativos.

La situación de las asociaciones de nivel estatal, en general, está presente en el ánimo de todos, si bien es cierto, al menos en nuestro caso, que existe una clara voluntad de resolver la situación  y se está trabajando con denodado esfuerzo, en recobrar la presencia social que tuvimos hace unos años.

Las Asociaciones de Consumidores no pueden seguir aceptando y acomodándose a la situación, salvo que pasen a convertirse en entes justificadores de gastos ante las administraciones públicas, lo que en determinados casos puede llegar a entenderse socialmente como elementos sustentadores de puestos de trabajo de parientes o amigos..

A nivel autonómico reconocemos no haber sido capaces, aunque tampoco se han ahorrado esfuerzos, de disponer siquiera de delegaciones en todas las capitales de provincia y núcleos de población de suficiente entidad.

A nivel provincial, nuestras delegaciones padecen exactamente los mismos problemas.

Como se ve, en todos los niveles existe una enorme precariedad de medios materiales y humanos que el voluntarismo de todos los colaboradores no es capaz de soslayar, lo cual, además, “quema” enormemente y si no disponemos de recursos suficientes para mejorar la situación, resulta extraordinariamente difícil poder mejorar nuestros servicios a la sociedad bajo estos mismos parámetros.

De otra parte nuestro modelo asociativo de servicios a los consumidores y usuarios, mediante la atención e intervención directa en los conflictos que los mismos tienen planteados, no puede mantenerse por mucho más tiempo.


Frente a este análisis de situación, como elemento de partida, debemos ser capaces de resolver esta encrucijada dando una respuesta adecuada para variar en positivo esta tendencia y, a estos efectos, resulta totalmente necesario encarar el futuro determinando claramente qué es lo que queremos y qué es lo que necesitamos.


En línea con este objetivo y las orientaciones del Prof. Bercovitz, resulta necesario es preciso resumir nuestros objetivos en una serie de consideraciones que vienen a concretarse en las siguientes, de forma correlativa al análisis de partida:


1º) En relación a los consumidores y usuarios, como pilar de primer orden en el entramado, y ante la actitud de rechazo generalizado de los mismos para integrarse en las Asociaciones de Consumidores, es preciso que estás sepan trasladar a la calle la dimensión política de cada consumidor mediante su integración en estructuras representativas, democráticas y abiertas a la necesaria participación activa de los mismos, para llegar a constituirnos en un movimiento consumerista de suficiente entidad, llegando a ser el contrapeso necesario que exige una economía de mercado eficaz.

Con la tremenda precariedad de medios disponibles, no es posible seguir actuando desde la práctica voluntariedad de cuantos en alguna medida colaboramos con las asociaciones, para poder responder a los muchos problemas a los que debemos enfrentarnos en una sociedad avanzada, que se nos presenta cada día más compleja. 

Debemos ser capaces de transmitir a la sociedad que problemas como las nuevas técnicas de venta, el enorme peso de la publicidad y de los medios de difusión, la globalización y la consiguiente deslocalización de empresas, etc., constituyen un problema de enorme trascendencia social y, como tal, necesita la colaboración y la participación de todos, hasta con las a veces, necesarias medidas de presión social, para exigir soluciones de marcado carácter político y para alcanzar este objetivo es presupuesto ineludible convencer a los ciudadanos de la necesidad, ya inaplazable, de conseguir una real vertebración social, en su condición de consumidor y usuario, lo que necesariamente pasa por integrarse activamente en asociaciones y conseguir que éstas sean realmente fuertes y con una base social amplia; de otra forma no seremos capaces de conseguirlo. El concepto de consumidor consciente y responsable que seguimos persiguiendo no ha pasado de ser, un mero enunciado teórico.

Aún considerando la gran trascendencia política de un movimiento consumerista avanzado, no es suficiente para hacer frente a los claros desequilibrios del mercado que tanto perjudican a los consumidores. También es necesario disponer del respaldo social suficiente como para poder exigir de los poderes públicos un radical cambio de actitud, un mayor rigor, eficacia y  eficiencia en el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales.

A mayor abundamiento, nos resistimos a admitir que el ciudadano deba seguir dispuesto a asumir, con resignación franciscana, su papel de pagano de todos los desatinos de un mercado, en el que el ciudadano que sólo es tenido en cuenta a la hora de consumir y gastar y de que éste sólo se limite a lamentar su situación. Es hora de convencer a los consumidores de la necesidad de abandonar esa tradicional resignación, para lo cual es preciso poder llegar a convencerle de los principios y objetivos que impregnan el asociacionismo y de actuar en consecuencia, para lo cual deberemos ser capaces de enfrentar al ciudadano con su situación.

2º - En cuanto al papel de las administraciones públicas, no es admisible que las competencias en esta materia a nivel autonómico estén atribuidas en función de una estructura orgánica que diluye, hasta la ineficacia, el enorme potencial de control de cumplimiento de las respectivas normativas sectoriales, ni que las competencias sancionadoras no sean puestas en práctica más que a nivel testimonial. Debemos asumir que la rigurosidad extrema y el recurso sistemático a la sanción puede entrañar, en algunos casos, problemas añadidos que también puedan generar conflictos de trascendencia social, dado que a veces no es fácil encontrar el punto de equilibrio, pero esto no es óbice para hacer dejación de funciones generalmente favorecedoras de los que infringen las normas. ¿Acaso no son también infracciones administrativas las multas de tráfico ó las infracciones a Hacienda y la exigencia de su pago, sin embargo y al margen de otras consideraciones, siempre acaban siendo liquidadas sin opción a ninguna palmadita? Es evidente que la protección administrativa de los consumidores y usuarios deja mucho que desear realmente.

Debemos volver a insistir en que no necesitamos más normas, al menos hasta que las vigentes y todos los agentes implicados las cumplan sus funciones con suficiente rigor y en este sentido debemos exigir a las administraciones públicas:

· La articulación de mecanismos de coordinación y cooperación eficaces, de forma que ni existan duplicidades en materia de consumo, ni existan administraciones de ámbito local, como administración más cercana a los ciudadanos, que aún carezcan de medios humanos y materiales para asumir directamente el control del mercado de su ámbito territorial.

· Congruencia con los principios que inspiran la normativa de consumo, evitando la perversión del sistema por la vía del estrangulamiento económico de las asociaciones más activas a favor de las más sumisas, porque ya está bien de que las subvenciones sean utilizadas políticamente fuera de criterios objetivos.

· La educación del Consumidor debe ser incluida en los diseños curriculares del proceso educativo desde la enseñanza primaria.

· Disponibilidad de medios públicos para la dotación a centros de análisis de interés comunitario en materia de Consumo ó, subsidiariamente, una adecuada coordinación con otros centros suficientemente dotados, para optimizar los recursos técnicos de los mismos.

· Potenciación del Sistema Arbitral de Consumo dotando de recursos humanos y materiales suficientes a aquellas que sólo están pudiendo cubrir un papel testimonial, así como compensar económicamente a las AA.CC. que presten una colaboración eficaz al sistema. A este respecto no nos vale la manida argumentación de que tendrían que hacer lo mismo con las asociaciones empresariales

cuando es evidente que éstas disponen de muchos más medios y, a mayor enjundia, saben que solo prestan a sus profesionales para asuntos de su sector, no como las AA.CC. que deben acudir a todos los arbitrajes para los que estén nombrados, con independencia del sector afectado.

· Cooperar decididamente y en todos los ámbitos de coincidencia con las AA.CC. que realmente se dediquen al Consumo, en lugar de andar contemporizando con todos para quedar bien y “descafeinar” aún más un  movimiento que agoniza.

3º - En cuanto a las AA.CC. , el panorama es claramente desolador, así como la colaboración entre las administraciones públicas y las AA.CC. con la dimensión actual de las mismas, de ahí que resulte necesario estudiar a fondo la posibilidad de la fusión entre asociaciones, de forma que éstas puedan alcanzar una magnitud adecuada a los fines. En este sentido debemos dejar de lado, de una vez por todas, los protagonismos insensatos y las “capillitas” a las que parece que nos hemos acostumbrado, dado que, también nosotros, adolecemos de esa resignación a asumir la situación a la que hemos llegado, acomodándonos a la mera continuidad. Esto es un suicidio.

En el orden interno, también deberemos adoptar cambios sustanciales en nuestras formas de actuar, así como eliminar un cierto paternalismo mal entendido, comprensivo y tolerante hacia la actitud generalizada de los consumidores, porque la realidad nos ha mostrado que en muchos casos, lamentablemente, la única motivación que justifica su acercamiento a las asociaciones, con un talante de “rasgarse la ropa” y “comerse el mundo ante la enorme injusticia que padecen”, no es más que una fachada para obtener una ayuda, a ser posible de carácter gratuito y esta actitud lo único que supone a las asociaciones es una pérdida de tiempo y un coste que, generalmente, nunca será reconocido ni pagado, salvo que le resuelvas la papeleta, cosa, lamentablemente, imposible en muchas ocasiones.
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